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Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González y 
las Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 
Piñero González, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparecen ante nos el señor Alfredo Cuyar Fernández 

(Sr. Alfredo Cuyar) y el señor José Luis Cuyar Fernández (Sr. 

José Cuyar) (en conjunto, los Peticionarios) mediante recurso 

de Certiorari de epígrafe. Solicitan la revocación de una Orden 

emitida el 11 de septiembre y notificada el 21 de septiembre 

de 2015 y de una Resolución emitida el 11 de septiembre y 

notificada el 22 de septiembre de 2015 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Bayamón (TPI) en el caso D 

AC2011-3385, Cuyar Fernández v. Sucn. Fernández Sánchez. 

En la Orden recurrida, ante la Moción en Torno a Regla 9 que 

presentó el Sr. José Cuyar, el TPI se reitera en su orden en 

torno a la contratación de abogado, mientras que en la 

Resolución recurrida, ante una moción instada por el Sr. 

Alfredo Cuyar, el TPI insiste en que los Peticionarios tendrán 
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que contratar abogado para asumir su representación legal 

mientras se desempeñan como testigos.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, se 

desestima el recurso instado por el Sr. José Cuyar por falta 

de jurisdicción por ser académico. En cuanto al recurso 

instado por el Sr. Alfredo Cuyar se expide el auto de Certiorari 

y se revocan los dictámenes recurridos.  

I. 

Se desprende del expediente apelativo que el caso de 

epígrafe ha tenido un largo y azaroso curso procesal ante el 

foro primario. Adviértase que hemos de referirnos solo a 

aquellos hechos que entendemos son esenciales y pertinentes 

para disponer del recurso, según surgen de dicho expediente.   

 El 9 de diciembre de 2011 el Sr. Alfredo Cuyar instó por 

derecho propio, Demanda Impugnando Testamento Ológrafo 

Solicitando Nulidad. Adujo que el 27 de febrero de 2006 

falleció la Sra. Isabel Fernández Sánchez (Causante), siendo 

sus hijos: el Sr. Jorge López Fernández (Sr. Jorge López), el 

Sr. Álvaro López Fernández, el Sr. Francisco Cuyar 

Fernández, el Sr. José Cuyar y el Sr. Alfredo Cuyar. Aseveró 

que un escrito hallado en el hogar de la Causante se adveró y 

protocolizó como Testamento Ológrafo pero que, como señaló 

durante el proceso de adveración, dicho testamento es nulo. 

Señaló que el documento tiene la fecha y hora tachadas; le 

faltan páginas; tiene añadiduras luego de la firma; 

tachaduras salvadas con iniciales que no corresponden a la 

firma de la Causante y otras sin salvar, así como se pretirió 

en él que es un heredero forzoso. Añadió que la Resolución en 
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la que se ordenó la protocolización se enmendó para eliminar 

la frase que indicaba que el testamento “no tenía ninguna 

tachadura, enmienda o entre renglones” y la mención de que 

si contenía palabras tachadas, enmendadas o entre 

renglones, las salvaría con su firma el testador. Adujo que ello 

hace el documento inválido pues incumple con las exigencias 

del Artículo 627 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2161.  

 Ocurridos varios incidentes procesales, el caso de 

epígrafe fue reasignado y se reanudó la tramitación del litigio. 

Surge de la Minuta Resolución de la vista celebrada el 6 de 

mayo de 2015, notificada el 13 de mayo de 2015, que aun 

cuando el TPI reconoció que antes se celebró una vista en su 

fondo, decretó que ya que no hubo sentencia, ni 

determinaciones de hecho ni conclusiones de Derecho, 

tendría que ver el juicio para poder adjudicar el caso. Además 

de acordar varios asuntos, en dicha vista el TPI pautó la 

celebración de una vista de conferencia con antelación al 

juicio y puntualizó lo siguiente:  

Además, se le ha permitido a las partes que se 
representen por derecho propio y el hecho de que se le 

haya autorizado no significa que el Tribunal no pueda 
retirar esa autorización y ordenar comparecer por un 
abogado ya que una parte no puede representar a la 

otra parte. Las notificaciones de los escritos lo tienen 
que hacer la parte [sic]  y no la otra parte.  

 
En cuanto al día del juicio, las partes deberán 
comparecer por un abogado para hacer las preguntas 

y el día de la conferencia con antelación al juicio 
deberán las partes informar el nombre del abogado.  

 
Posteriormente, el 17 de agosto de 2015 la Lcda. Astrid 

Soto López (Lcda. Soto) presenta Moción de Comparecencia 

Especial y Solicitando Orden Específica. Adujo que, al 

reunirse con el Sr. Alfredo Cuyar, éste le informó de la orden 
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a los efectos de que él y el Sr. José Cuyar debían obtener 

representación legal para la etapa de los interrogatorios 

mientras que en los demás incidentes continuarían 

autorrepresentándose. Señaló que los Peticionarios le 

solicitaron su ayuda en dicha encomienda por lo que, en aras 

de asumir ética y responsablemente la representación legal de 

éstos en las tareas referentes al interrogatorio, pidió que el 

TPI emitiese órdenes específicas sobre la naturaleza de esa 

representación legal. Afirmó que, hecha dicha aclaración, 

podría luego asumir la representación legal solicitada, con el 

permiso del Tribunal.  

El 27 de agosto de 2015 los codemandados, Sra. María 

Margarita Roche Dávila, Sr. Álvaro Adrián López Roche, y la 

Sra. Laura López Roche (Recurridos) presentan Réplica a 

“Moción de Comparecencia Especial y Solicitando Orden 

Específica” y Solicitud de Decalificación [sic]. Alegaron que la 

representación legal de los Peticionarios por parte de la Lcda. 

Soto sería conflictiva, a tenor de los Cánones 21 y 22 de Ética 

Profesional, 4 LPRA Ap. IX. Explicaron que fue el Sr. Alfredo 

Cuyar quien planteó la nulidad del testamento y la preterición 

del Sr. José Cuyar mientras que éste último se allanó a las 

alegaciones. Señalaron que si bien ambos estarían en igual 

posición referente a la alegación de nulidad del testamento, 

otro sería el caso en cuanto a la alegación de preterición pues 

la inclusión del Sr. José Cuyar en la legítima estricta, 

disminuiría la participación del Sr. Alfredo Cuyar en el caudal 

hereditario. Al ser alegaciones incompatibles, indicaron los 

Recurridos, que la Lcda. Soto tendría que defender posturas 
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conflictivas e incumpliría así su deber de lealtad para con uno 

o ambos Peticionarios. Igualmente, alegaron que ya que la 

Lcda. Soto preparó el acta de inventario de los bienes de la 

residencia de la Causante, algunos de los cuales forman parte 

de la causa de acción sobre la preterición pues se mencionan 

en el testamento, y quien presenció las condiciones en las que 

fueron hallados, podría ser llamada a testificar sobre ello, en 

oposición a la postura de los Peticionarios. Plantearon que 

éstos debían procurar otra representación legal.  

El 4 de septiembre de 2015 el Sr. Alfredo Cuyar 

presentó su Dúplica a “Réplica a Moción de Comparecencia 

Especial y Solicitando Orden Específica y Solicitud de 

Descalificación”. Negó que fuese conflictiva la representación 

legal de la Lcda. Soto pues las alegaciones de preterición y 

nulidad del testamento no son contradictorias. Aseveró que, 

si se declarase que hubo preterición, no se reduciría su 

participación en el caudal hereditario mientras que la Lcda. 

Soto solo podría testificar sobre el contenido del inventario 

realizado. Pese a que argumentó que ya que su intervención 

se limitaría a efectuar el interrogatorio que prepararían los 

litigantes por derecho propio, ésta “solo serviría de 

instrumento ministerial” para cumplir con la orden del TPI, 

reconoció que ello requeriría un contrato con dichos litigantes 

así como una conferencia sobre el contenido de dicho 

interrogatorio. El Sr. Alfredo Cuyar expresó que podría surgir 

una alegación de representación legal híbrida por lo que el 

TPI debía asegurar que no habría base para impugnar su 

autorrepresentación pues sería un flaco servicio a la justicia 
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que se anulara el proceso por dicha razón. Adujo que no se le 

notificó a la Lcda. Soto sobre la moción en la que se impugnó 

su representación legal y destacó que, en corte abierta, se le 

informó al TPI que ella misma expresó inquietudes al 

respecto. Suplicó que se le consultara a la Oficina de 

Administración de Tribunales (OAT) sobre la representación 

legal hibrida y destacó que el Sr. Jorge López, también 

litigante por derecho propio, no había anunciado aun su 

representación legal.  

El 9 de septiembre de 2015 el Sr. José Cuyar presentó 

su Moción en Torno a Regla 9. Reseñó los reparos que 

expresó la Lcda. Soto en su comparecencia de que no podría 

participar solo para efectuar un interrogatorio pues, una vez 

asumida la representación legal, su responsabilidad ética era 

continuarla hasta el fin del proceso y adujo que todos los 

otros letrados consultados expresaron que el cumplimiento de 

la orden del TPI era conflictivo para los litigantes por derecho 

propio y para el abogado. Mencionó que, aun cuando en corte 

abierta el TPI sugirió la posibilidad de que, al culminar el 

interrogatorio, podría relevar a la Lcda. Soto de cualquier 

ulterior responsabilidad en el proceso, arguyó que si 

cualquier abogado comparece a nombre de una persona que 

se autorrepresenta violentaría la Regla 9.4 de Procedimiento 

Civil, supra. Invocó que nuestro ordenamiento procesal no 

contempla que el TPI pueda conceder un relevo de tal 

naturaleza, pues un abogado es responsable de sus 

actuaciones legales hasta que se acepte su renuncia y 

responderá por cualquier acción civil que las partes puedan 
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instar en su contra. Aseveró que las otras partes en el pleito 

podrán alegar que, al contratar abogado, los litigantes por 

derecho propio perdieron su derecho a autorrepresentarse. 

Enunció, entre varios otros argumentos sobre los méritos del 

caso, que le era innecesario contratar un abogado pues, como 

testigo del Sr. Alfredo Cuyar, sería éste quien le interrogaría. 

Solicitó que se iniciase una consulta a la OAT para evitar la 

impugnación de su autorrepresentación y que se le relevase 

de tener que contratar abogado. 

El 18 de septiembre de 2015 los Recurridos presentaron 

su Moción en Torno a Mociones del Demandante y del Co-

Demandado José Luis Cuyar. Señalaron que el contenido de 

los escritos, llenos de errores de Derecho, reflejaba la pobre 

capacidad de los Peticionarios de representarse a sí mismos. 

Indicaron que, carentes de la formación necesaria para 

insertarse debidamente en los procedimientos, éstos 

recurrían a los ataques personalistas y tenían actitudes 

antagónicas que dificultan la sana administración de la 

justicia. Afirmaron que ya que los Peticionarios no están 

entrenados en materias complejas como lo es el Derecho de 

Sucesiones, el efecto „emocional‟ del litigio se magnifica y lo 

que es una contienda objetiva se torna en una rencilla 

personal. Afirmaron que, casi completo el Informe de 

Conferencia y pendientes de realizarse ciertas deposiciones, lo 

que restaría del proceso era la vista en su fondo y la 

presentación de cualquier moción dispositiva. Plantearon que 

la presencia de abogados que representaran a los 

Peticionarios ayudaría con el flujo de los procesos y 
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fomentaría cualquier posible negociación para finiquitar el 

caso por lo que solicitaron que se les concediese término a los 

Peticionarios para anunciar representación legal.  

En una Orden del 11 de septiembre de 2015 que 

contenía varios dictámenes, el TPI indicó que, examinada la 

Moción en Torno a Regla 9 del Sr. José Luis Cuyar su 

determinación era la siguiente: “El tribunal se reitera en la 

orden sobre contratación de abogado. Cualquier 

incumplimiento con Regla 9.4 podría conllevar la suspensión 

de la representación por derecho propio”. En otra Resolución 

emitida en igual fecha, al examinar la Dúplica a “Réplica a 

Moción de Comparecencia Especial y Solicitando Orden 

Específica y Solicitud de Decalificación (sig.)”, no aprobó la 

intervención de la Lcda. Soto pues ésta participó como notario 

en el acta sobre el inventario de bienes. Advirtió, a su vez, lo 

siguiente: 

Tienen los demandantes que contratar abogado que 

asuma sus respectivas representaciones legales 
mientras funjan como testigos. Esto incluye hacer el 
interrogatorio directo y re-directo, argumentar 

objeciones y presentar objeciones en el contra 
interrogatorio y re-contrainterrogatorio. 

Deben informar en la próxim [sic] vista.  

 

El 24 de septiembre de 2015 el Sr. Alfredo Cuyar 

presentó una Réplica a “Moción en Torno a Moción del 

Demandante y del Codemandado José Luis Cuyar”. Entre 

varios planteamientos, esbozó que su ruego de que se le 

consulte a la OAT es a los fines de explorar las opciones y 

recomendaciones para la presentación de la prueba y reiteró 

que su inquietud gira en torno a que surja una alegación de 

representación híbrida que resulte en la revocación de su 

derecho a la autorrepresentación. Alegó que la Lcda. Rivera 
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tiene intereses en este caso pues ha reclamado que se le 

deben honorarios de abogado por la adveración del 

Testamento Ológrafo aquí impugnado. Negó que obligarle a 

obtener representación legal aumente la posibilidad de que se 

lograse transigir el caso. Describió sus motivos para 

impugnar el testamento en cuestión e insistió en que es 

defectuoso. Afirmó que, en la etapa avanzada del caso, sería 

imposible contratar un abogado y resaltó que los ya 

consultados se negaron a participar así como la Lcda. Soto 

plasmó sus reservas al respecto ante el TPI.  

Inconformes, el 9 de octubre de 2015, los Peticionarios 

instaron ante nos el presente recurso, imputándole al TPI la 

comisión del siguiente error:  

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

ORDENAR AL DEMANDANTE Y AL CODEMANDADO 
PETICIONARIO A CONTRATAR ABOGADO QUE 
ASUMA SUS RESPECTIVAS REPRESENTACIONES 

LEGALES MIENTRAS FUNJAN COMO TESTIGOS.  

 

Habiéndoles concedido término para ello, el 14 de 

diciembre de 2015 se presentó ante este Tribunal el Alegato 

de los Recurridos. El 22 de diciembre de 2015 el Sr. Alfredo 

Cuyar presentó su Réplica a Escrito Sobre Alegato de los 

Recurridos. 

Así las cosas, el 23 de junio de 2016, el Sr. Alfredo 

Cuyar presentó ante nos una Moción de Auxilio de 

Jurisdicción. Acreditada su debida notificación, le 

concedimos término a los Recurridos para expresarse al 

respecto. El 1 de julio de 2016 éstos presentaron ante nos su 

Moción en Cumplimiento de Orden. El 6 de julio de 2016 los 

Peticionarios presentaron una Réplica a Moción en 

Cumplimiento de Orden. Mediante Resolución emitida el 11 
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de julio de 2016 denegamos la solicitud de paralización. En 

igual fecha los Recurridos presentaron una Moción en 

Aclaración. Ante esta, mediante Resolución emitida el 13 de 

julio de 2016, aclaramos que no había nada que proveer.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes y, a 

tenor del Derecho aplicable, procedemos a resolver.  

II. 

A.  

Es norma reiterada que los tribunales debemos ser 

celosos guardianes de nuestra jurisdicción. C.R.I.M. v. Méndez 

Torres, 174 DPR 216, 225 (2008); Sánchez v. Secretario de 

Justicia, 157 DPR 360 (2002). Los asuntos concernientes a la 

jurisdicción son privilegiados y deben atenderse de forma 

preferente. González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 

848, 856 (2009). Los tribunales pueden considerar estos 

asuntos aun si las partes no presentan ningún señalamiento 

a esos efectos. Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 

DPR 309, 332 (2001). Al tratarse de un asunto que incide 

sobre el poder mismo del tribunal para adjudicar una 

controversia, la falta de jurisdicción es un asunto que puede 

levantarse motu proprio pues no hay discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay. Souffront v. A.A.A., 164 DPR 

663, 674 (2005).  

Si un tribunal carece de jurisdicción así ha de 

declararlo, lo que implica que debe desestimar la reclamación, 

sin entrar en sus méritos. González v. Mayagüez Resort & 

Casino, supra. Acoger un recurso a sabiendas de que no hay 

jurisdicción para atenderlo es una actuación ilegítima. 
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Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 370 

(2003). Procesalmente, la falta de jurisdicción es un defecto 

insubsanable. Íd.  

En torno a la jurisdicción de este foro intermedio 

apelativo y los recursos instados para nuestra consideración, 

la Regla 83 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

provee lo siguiente en los incisos (B) y (C):  

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos 
siguientes: 

 
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción; 

........ 
 

(5) que el recurso se ha convertido en académico.  
(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 
podrá desestimar un recurso de apelación o denegar 

un auto discrecional por cualesquiera de los motivos 
consignados en el inciso (B) de esta regla.   

 

B. 

Sabido es que el auto de certiorari es el vehículo 

procesal discrecional que le permite a un tribunal de mayor 

jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal inferior. 

IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009). Ha 

destacado nuestro más alto foro que “[l]a característica 

distintiva de este recurso se asienta en la discreción 

encomendada al tribunal revisor para autorizar su expedición 

y adjudicar sus méritos”. IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, 

pág. 338.  Conforme fue aprobada en el año 2009, la Regla 

52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, 

alteró sustancialmente el anterior esquema casi irrestricto de 

revisión interlocutoria de órdenes y resoluciones emitidas por 
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el TPI para dar paso a uno mucho más limitado. Íd., pág. 336. 

Dispone, en lo pertinente:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 

de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 
privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que revistan 
interés público o en cualquier otra situación en la cual 

esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de 
un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal de 

Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión.  

 
A los fines de que podamos ejercer de forma sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional de atender o no en los 

méritos los asuntos que se nos plantean mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, establece los criterios que debemos considerar al 

atender una solicitud de expedición del auto: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  

B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 

litigio.  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  

 

Sólo podremos intervenir con el ejercicio de la discreción 

en aquellas situaciones en que se demuestre que el foro 
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recurrido: (1) actuó con perjuicio o parcialidad; (2) incurrió en 

un craso abuso de discreción; o (3) se equivocó en interpretar 

o aplicar cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. 

Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). Aun 

cuando determinar si un tribunal ha abusado de su 

discreción no es tarea fácil ello ciertamente está relacionado 

de forma estrecha con el concepto de razonabilidad. Íd. En 

este ámbito se ha definido la discreción como “una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una condición justiciera”. IG Builders et al. v. BBVAPR, supra. 

C. 

La academicidad es una manifestación del principio de 

justiciabilidad que requiere que en todo caso ante un tribunal 

exista una controversia entre las partes. Amador Roberts v. 

E.L.A., 191 DPR 268, 282 (2014). Ésta recoge situaciones en 

las que, aun cumplidos los requisitos de justiciabilidad, los 

cambios fácticos o judiciales que ocurren durante el trámite 

judicial de la controversia, convierten su solución en artificial 

o ficticia. Cruz v. Administración, 164 DPR 341, 349 (2005); 

Com. de la Mujer v. Srio. De Justicia, 109 DPR 715, 724-725 

(1980). Ello pues, aun en la etapa apelativa se requiere que 

exista entre las partes una controversia genuina. RBR 

Construction, S.E. v. A.C., 149 DPR 836, 846 (1999). La 

academicidad persigue: “(1) evitar el uso innecesario de los 

recursos judiciales; (ii) asegurar suficiente contienda 

adversativa sobre las controversia para que sean competentes 

y vigorosamente presentados ambos lados; y (3) evitar un 
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precedente innecesario”.  Com. de la Mujer v. Srio. De Justicia, 

supra, pág. 725. 

Al evaluar la aplicación de esta doctrina, procede 

examinar los eventos anteriores y futuros para precisar si la 

condición de controversia viva y presente ha subsistido con el 

pasar del tiempo. Cruz v. Administración, supra; Pres. Del 

Senado, 148 DPR 737, 759 (1999). Una vez se determina que 

el caso es académico, ausente un caso o controversia, por 

imperativo constitucional o por autolimitación judicial, el 

tribunal debe abstenerse de considerarlo en sus méritos. 

Asociación de Periodistas v. González, 127 DPR 704, 719 

(1991). Deberá “desestimarse por académico cuando los 

hechos o el derecho aplicable han variado de tal forma que ya 

no existe una controversia actual entre partes adversas”. 

Moreno v. Pres. U.P.R. II, 178 DPR 969, 974 (2010). 

Aun si un caso resulta ser académico, pueden haber 

razones que ameriten sea considerado. San Antonio Maritime 

v. P.R. Cement Co., 153 DPR 374, 387 (2001); Asoc. de 

Periodistas v. González, Existen varias excepciones a la 

aplicación de la doctrina tales como "cuando se plantea una 

cuestión recurrente; si la situación de hechos ha sido 

modificada por el demandado, pero no tiene características de 

permanencia; o donde aspectos de la controversia se tornan 

académicos, pero persisten importantes consecuencias 

colaterales". Cruz v. Administración, supra; Angueira v. 

J.L.B.P., 150 DPR 10, 19 (2000).  

D.  
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La sección 7 de la Ley Núm. 17 del 10 de junio de 1939, 

según enmendada, 4 LPRA sec. 740, establece que: “[n]inguna 

persona que no sea abogado autorizado por la Corte Suprema 

de Puerto Rico podrá dedicarse al ejercicio de la profesión de 

abogado, ni anunciarse como tal, ni como agente judicial, ni 

gestionar, con excepción de sus asuntos propios, ningún 

asunto judicial o cuasi-judicial ante cualquier tribunal 

judicial”. Lizarribar v. Martínez Gelpí, 121 DPR 770, 783 

(1988).  De su redacción, interpretó nuestro más alto foro, 

que surge un reconocimiento indirecto del derecho que tienen 

las personas que no son abogados a “gestionar sus propios 

asuntos en cualquier Tribunal de justicia del país”. Íd. Ya que 

los derechos, aun los constitucionales, son renunciables, el 

derecho a estar asistido de abogado también lo es. Íd. Se 

reconoció como constitucional el derecho a la 

autorrepresentación en los casos criminales y, en el ámbito 

de lo civil, ausente el derecho de asistencia de abogado se 

consideró “más apremiante aún el derecho a la 

representación por sí mismo en tales casos”. Íd. En fin, se 

“reconoce el derecho a renunciar a la asistencia de abogado y 

comparecer por derecho propio ante un tribunal, mediante la 

auto-representación”. In re Sierra Enríquez, 185 DPR 830, 

847, (2012).  

Ahora bien, no es un derecho absoluto o ilimitado. 

Pueblo v. Cruzado, 161 DPR 840, 846 (2004); Íd. Sostuvo el 

Tribunal Supremo que “[d]istintas consideraciones podrían 

inducir correctamente a un magistrado a negar a las partes o 

a un acusado en determinados casos la oportunidad de 
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representarse por derecho propio en los procedimientos 

judiciales”. Lizarribar v. Martínez Gelpí, supra. Ante ello, 

acogió criterios establecidos en la jurisprudencia estatal y 

federal en aras de orientar la discreción judicial al considerar 

este asunto. Íd. Entre ellos, mencionó que “la representación, 

como regla general, no puede ser híbrida. Esto es, no debe 

estar representado por abogado y a la misma vez 

representarse por derecho propio”. (Énfasis suplido.) Pueblo v. 

Cruzado, supra, pág. 846; Íd. Asimismo, destacó que 

“mientras más adelantado el proceso, mayor la discreción del 

juez para denegarla”. Lizarribar v. Martínez Gelpí, supra. Se 

trata de una decisión que deberá sopesar el Tribunal, al 

considerar en su justa perspectiva “las circunstancias 

particulares del caso, los intereses de las partes y la eficiencia 

en la administración de la justicia”. Íd.  

Al entrar en vigor las Reglas de Procedimiento Civil de 

2009, 32 LPRA Ap. V, se introdujo la Regla 9.4 en aras de 

codificar los criterios que estableció el Tribunal Supremo en 

Lizarríbar v. Martínez Gelpí, supra. Comité Asesor Permanente 

de Reglas de Procedimiento Civil, Informe de Reglas de 

Procedimiento Civil, Secretariado de la Conferencia Judicial y 

Notarial del Tribunal Supremo de Puerto Rico, marzo de 

2008, pág. 126. Conforme lo indica el texto de la regla, las 

personas que, en casos civiles ordinarios, interesen 

autorrepresentarse deberán cumplir con los siguientes 

requisitos:  

(a) Que la persona no está representada por abogado o 
abogada; 
(b) que la decisión de autorrepresentarse es voluntaria 

e inteligente, así como con pleno conocimiento de 
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causa y de que la persona será tratada como cualquier 
otra parte representada por abogado o abogada; 

(c) que la persona puede representarse a sí misma de 
manera adecuada, de acuerdo a la complejidad de la 

controversia a adjudicarse; 
(d) que la persona tiene los conocimientos mínimos 
necesarios para defender adecuadamente sus 

intereses, cumplir con las reglas procesales y alegar el 
derecho sustantivo aplicable, y 
(e) que la autorrepresentación no va a causar o 

contribuir a una demora indebida o una interrupción 
de los procedimientos, que no entorpecerá la adecuada 

administración de la justicia ni atentara contra la 
dignidad del tribunal, las partes o sus abogados o 
abogadas. 

 
Le corresponderá al Tribunal asegurarse que la persona 

cumple con los requisitos no solo al comparecer originalmente 

sino durante todo el proceso pues cualquier incumplimiento 

con éstos “será causa justificada para suspender su 

autorrepresentación”. Íd. Expresó el Comité Asesor 

Permanente de Reglas de Procedimiento Civil, que “si el 

tribunal lo estima conveniente, y necesario para evitar 

dilaciones al proceso, y porque entiende que la parte que se 

autorrepresenta carece de los conocimientos para defenderse 

adecuadamente, podrá revocar la autorización”. Comité 

Asesor Permanente de Reglas de Procedimiento Civil, op cit., 

pág. 127. Si el Tribunal decide que procede tal suspensión, 

deberá ordenarle a la persona que, en un determinado plazo, 

comparezca mediante la representación de una persona 

abogada. Regla 9.4 de Procedimiento Civil, supra. Si durante 

el transcurso del proceso, surge que una parte desea 

representarse a sí misma deberá ésta pedir la autorización del 

Tribunal y no solo cumplir con los antes dichos requisitos 

sino que también deberá: (1) solicitar oportunamente la 

autorrepresentación y (2) manifestar expresa e 
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inequívocamente su interés de iniciar su autorrepresentación. 

Íd.  

La persona que opte por comparecer por derecho propio 

estará sujeta a las mismas sanciones que pueden serle 

impuestas a los abogados y abogadas a tenor de la Regla 9.3 

de Procedimiento Civil, supra, “así como las consecuencias 

procesales que estas reglas proveen para las partes 

representadas por abogado o abogada”. Íd. Aunque el tribunal 

no tiene la obligación de “ilustrar a la persona que se 

representa por derecho propio acerca de las leyes o reglas, ni 

a nombrarle abogados o abogadas para que le asesoren 

durante el proceso, ni a inquirir respecto a las razones por las 

cuales ha elegido la representación por derecho propio”, en 

los casos en que lo estime conveniente deberá hacerlo. Íd.  

Precisamos acentuar que en Martínez v. Soc. de 

Gananciales, 145 DPR 93, 106 (1998), al considerar lo 

dispuesto en la Regla 15.1 de Procedimiento Civil del 

entonces cuerpo de reglas vigentes, el Tribunal Supremo 

señaló que “la interposición de una demanda por persona 

diferente al acreedor de la acción presupone necesariamente 

que dicha parte esté a su vez representada por un abogado 

autorizado a ejercer la abogacía en Puerto Rico”. Aclaró que 

en nuestro ordenamiento jurídico se “prohíbe que una 

persona particular represente a otros ante un tribunal, 

acarreando dicha conducta sanciones criminales y la nulidad 

de lo actuado por dicha persona”, describiendo dicha 

prohibición como una tajante y contundente, sin margen para 

excepciones. (Énfasis en el original.) Íd.  
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E.  

La Regla 607 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, regula el 

orden y modo de los interrogatorios y de la presentación de la 

prueba durante el juicio. En su inciso (a) la regla dispone:  

(a) La jueza o el juez que preside un juicio o vista 

tendrá amplia discreción sobre el modo en que se 
presenta la prueba e interroga a las personas testigos 
de manera que: 

 
(1) La prueba se presente en la forma más efectiva 

posible para el esclarecimiento de la verdad, 
velando por la mayor rapidez de los procedimientos 
evitando dilaciones innecesarias. 

(2) Se proteja el derecho de las personas testigos 
contra preguntas impropias, humillantes o 

insultantes, o toda conducta ofensiva. 
(3) Se proteja también el derecho de estas a que no 
se les detenga más tiempo del que exija el interés 

de la justicia y a que se les examine únicamente 
sobre materias pertinentes a la cuestión. 
 

Al respecto, comenta el Profesor Ernesto L. Chiesa que, 

dentro de su discreción, el Juez o la Jueza “puede permitir 

que el examen directo de un testigo se haga por una libre 

narrativa, en lugar del método usual de preguntas 

específicas”. E. L. Chiesa, Reglas de Evidencia de Puerto Rico 

2009: Análisis por el Prof. Ernesto Chiesa, Publicaciones JTS., 

2009, pág. 185. Estima éste que: 

El escepticismo con la libre narrativa no se justifica y 

nada hay en las reglas que lo impida. La libre 
narrativa es más espontánea que el interrogatorio 
pregunta a pregunta. “Cuénteme qué ocurrió” es más 

legítimo en el contexto apropiado. (Énfasis en el 
original.) E. L. Chiesa, op.cit.  
 
Establece el inciso (b) de la regla que, de ordinario, el 

interrogatorio de los testigos se efectuará en el siguiente 

orden: interrogatorio directo, contrainterrogatorio, 

interrogatorio redirecto y recontrainterrogatorio. Íd. El inciso 

(f) dirige la participación del Juez o la Jueza y expone que, sea 

a iniciativa propia o a petición de parte, podrá “llamar testigos 
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a declarar, lo cual permitirá a todas las partes 

contrainterrogar” al testigo que sea así llamado. Íd. Podrá, 

además, “en cualquier caso, interrogar a una o a un testigo, 

sea ésta o éste llamado a declarar por la propia jueza o el 

propio juez o por la parte”, y dicho examen debe estar 

“dirigido a aclarar las dudas que tenga o para aclarar el 

record” pues debe siempre evitar “convertirse en abogado o 

abogada de una de las partes, evitando sugerir a la persona 

declarante una respuesta en particular”. Íd. 

El Juez o la Jueza no es un “simple árbitro de un torneo 

medieval… o el retraído moderador de un debate” sino que “es 

partícipe y actor principal en el esclarecimiento de la verdad y 

en la determinación de lo que es justo”. Pueblo v. Pabón, 102 

DPR 436, 440 (1974). En tanto y en cuanto no vulnere su 

imparcialidad, la persona del juzgador podrá “requerir la 

declaración de determinados testigos o interrogar a los que 

las partes ofrezcan, siempre que su conducta se mantenga 

dentro de las normas de sobriedad y equilibrio que impiden 

que el juez sustituya, en vez de que complemente” la labor de 

los abogados. Íd. Aun cuando el Juez o la Jueza “puede 

participar activamente” del proceso, su intervención “no debe 

ser injustificada, con el propósito de contradecir o 

desacreditar al acusado o a sembrar dudas sobre la teoría y 

veracidad de los testigos de la defensa”. Pueblo v. Miranda 

Santiago, 130 DPR 507, 517 (1992). Según lo expone el 

Profesor Emmanuelli:  

La Regla limita el comportamiento del Juez o la Jueza 

a la hora de interrogar al disponer de manera juiciosa 
que el examen del Juez o Jueza debe ir dirigido a 
aclarar las dudas que tenga o para aclarar el récord. 
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En todo momento debe evitar convertirse en abogado o 
abogada de una de las partes, evitando sugerir a la 

persona declarante una respuesta en particular. En 
todo caso el Juez o Jueza debe tener cuidado de no 

hacer preguntas que le completen o cuadren el caso a 
una parte como por ejemplo, hacer la pregunta sobre 
identificación que olvidó el Ministerio Públio [sic]. 

Tampoco se puede hacer el examen de la persona 
testigo en forma de contrainterrogatorio, mediante 
preguntas sugestivas, para que no se lesione su 

posición de imparcialidad. R. Emmanuelli Jiménez, 
Prontuario de Derecho Probatorio Puertorriqueño, 3ra. 

ed., Puerto Rico, Ediciones SITUM, 2010, pág. 365. 

 
III. 

En su recurso, los Peticionarios alegan que presentaron 

varias mociones ante el TPI en las que plantearon que la 

orden a los efectos de que obtuviesen representación legal 

para efectuar el interrogatorio directo, redirecto y el manejo 

de objeciones durante la celebración del juicio era 

incompatible con la Regla 9.4 de Procedimiento Civil, supra. 

Alegan que, en aras de evitar una alegación de que hay una 

representación legal híbrida, sugirieron que se le consultase a 

la OAT al respecto pero el TPI rechazó esa posibilidad. 

Señalan que algunos de los abogados con quienes 

consultaron al respecto afirmaron que el litigante por derecho 

propio debía exponer su caso desde la silla testifical, mientras 

otros creían que el Juez debía realizar el interrogatorio. 

Expresan que solo un abogado dijo estar dispuesto a asistir 

en el cumplimiento de la Orden del TPI aun cuando expresó 

dudas sobre la ética y a responsabilidad implicada. Alegan 

que otros les explicaron que el TPI no podría relevarles de la 

responsabilidad que les corresponde por la representación 

brindada. Afirman que los letrados consultados mostraron 

preocupación ante la celebración de un nuevo procedimiento 

dado que ya hubo un juicio en este caso. Plantean que la 
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Regla 9.4(a) de Procedimiento Civil, supra, requiere que quien 

se autorrepresente no tenga representante legal y que surge 

de la jurisprudencia que la representación, por lo general, no 

puede ser híbrida.  

Por su parte, los Recurridos en su alegato afirman que 

este recurso incumple con los requisitos de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, y que, contrario a lo que requiere 

la Regla 34 de nuestro Reglamento, supra, los Peticionarios 

no incluyeron en el apéndice del recurso copia de la Réplica a 

“Moción de Comparecencia Especial y Solicitando Orden 

Específica”. Alegan que no hubo abuso de discreción, 

perjuicio o parcialidad que acarree un fracaso de la justicia 

pues, dentro de su amplia discreción para regular los 

procesos, especialmente en la etapa de la vista en su fondo, el 

TPI actuó movido por la consideración de factores tales como 

la complejidad del pleito, el hecho de que hay partes 

representadas por abogado, y la conducta procesal de las 

partes. Reiteran que debía revocársele el derecho a la 

autorrepresentación a los Peticionarios por la desventaja que 

representa para éstos su falta de conocimiento del Derecho en 

materias complejas como la referente a Sucesiones. Añaden 

que la actitud antagónica de éstos entorpece el litigio y se 

desdobla en más reclamaciones y quejas incluso contra los 

abogados. Señalan que, casi culminado el descubrimiento de 

prueba, la orden del TPI implica una revocación de facto de la 

autorrepresentación y que dicho foro tenía la potestad de 

revocar dicho derecho o condicionarlo, como lo hizo.  Afirman 

que el hecho de que, de ordinario, la representación legal no 
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puede ser híbrida, no impide que el TPI la ordene, a modo de 

excepción.   

En su réplica, afirma el Sr. Alfredo Cuyar que la Juez 

que preside el caso no contempló revocar su derecho a la 

autorrepresentación y ha negado las repetidas solicitudes a 

esos efectos. Afirma que los Recurridos mencionan asuntos 

que se encuentran ante la consideración del TPI, foro al que 

debe recurrid la Lcda. Rivera si entiende que ha sido atacada 

personalmente pero insiste en que es un hecho que ésta tiene 

interés en el pleito pues presentó una Moción de Intervención 

en el caso D AC2001-0057 en la que reclamó que se la 

adeudaban más de $45,000.00 en honorarios por su labor en 

el caso de adveración del testamento aquí impugnado. Insiste 

en que su recurso ante nos gira en torno a que la orden del 

TPI implicaría una representación híbrida y le impediría la 

litigación por derecho propio así como provocaría un fracaso 

de la justicia pues ningún abogado podría representarle 

debidamente en una etapa tan avanzada y luego de tantos 

años de litigio. Mencionó que durante la última vista del caso 

la Jueza del foro primario expresó que, instado el presente 

recurso, este foro podría ilustrarle sobre cómo efectuar el 

testimonio de quienes litigan por derecho propio mientras se 

desempeñan como testigos.  

Conscientes de nuestro deber de guardar con celo 

nuestra jurisdicción, procedemos a atender el argumento a 

los efectos de que el recurso que nos ocupa no se ubica 

dentro de los parámetros que establece la Regla 52.1, supra. 

Nótese que los propios Recurridos, en su alegato, afirman que 
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“no hay duda de que los foros apelativos están facultados 

para evaluar, si a la luz de la Regla 52, la revocación del 

derecho a la autorrepresentación en la etapa de vista en su 

fondo constituiría un fracaso a la justicia”, pero afirman que 

ese no es el caso que nos ocupa.1 Nos llama la atención, que 

más adelante en el mismo escrito aseveran que “la orden del 

tribunal implica, de facto revocar, de ahí en adelante, el que 

prosigan con la autorrepresentación legal” los litigantes por 

derecho propio.2 Es preciso aclarar que los dictámenes 

recurridos no contienen una expresión manifiesta del TPI en 

la que se les revoque o suspenda a los litigantes por derecho 

propio su derecho a la autorrepresentación. Incluso, en la 

Orden recurrida el TPI señaló, al reiterar el mandato en torno 

a la contratación de abogado que “[c]ualquier incumplimiento 

con Regla 9.4 podría conllevar la suspensión de la 

representación por derecho propio”. Sin embargo, como lo 

refleja el principio de que el nombre no hace la cosa, el hecho 

de que no contengan lenguaje explícito a esos efectos no 

impide que ese sea el resultado práctico de lo que en ellos se 

dispuso.  

Del marco jurídico antes enunciado surge que el primer 

requisito que establece la Regla 9.4 de Procedimiento Civil, 

supra, es que la persona que se autorrepresenta “no está 

representada por abogado o abogada” (Énfasis suplido.) Es 

por ello que, al ordenarles a comparecer al juicio mediante 

representación legal, aunque de manera fragmentada, por así 

describirlo, el TPI ciertamente tomó una determinación que 

                                                 
1 Véase Alegato de los Recurridos, pág. 8.  
2
  Véase Alegato de los Recurridos, pág. 15. 
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incidió directamente sobre el derecho a la 

autorrepresentación de los litigantes por derecho propio. Por 

su paralelismo con la situación que aquí atendemos, 

hallamos que es aquí de aplicación el análisis que realizó el 

Tribunal Supremo en el caso Job Connection Center v. Sups. 

Econo, 185 DPR 585, 595 (2012). Allí, al considerar las 

repercusiones que podría conllevar el “no reconocer el 

derecho de una parte a revisar las órdenes de 

descalificaciones” se resolvió que “éstas son revisables de 

acuerdo con la Regla 52.1… ya que „esperar a una apelación 

constituiría un fracaso irremediable a la justicia‟”. Íd., pág. 

601. El Tribunal Supremo indicó que la Ley Núm. 177-2010 

enmendó la Regla 52.1, de modo tal que este foro pudiese 

atender la revisión de determinaciones interlocutorias 

meritorias; entiéndase, aquellas en las que haya un interés 

público apremiante o en las que “esperar a la posible 

interposición de una apelación podría conllevar un fracaso 

irremediable a la justicia”. Job Connection Center v. Sups. 

Econo, supra.  

Somos del criterio de que, de forma análoga a las 

indicadas expresiones del Tribunal Supremo referentes a la 

descalificación de un abogado, el no reconocer el derecho a 

revisar dictámenes interlocutorios en los que se revoque o se 

coarte el derecho a la autorrepresentación podría tener el 

efecto de que éstos se tornen irrevisables. Culminado el caso 

luego de que la parte haya obtenido representación legal, si es 

que obtiene una determinación favorable en el caso, puede 

que no interese ya presentar un recurso de apelación por lo 
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que la revocación de su derecho a la autorrepresentación se 

tornaría inapelable, aun cuando pudo provocar la dilación y 

el encarecimiento de la tramitación del caso, en particular 

para dicha parte. De cualquier modo, si una de las 

consideraciones para conceder la revisión de una 

determinación de descalificación es velar por los derechos del 

representante legal descalificado, creemos que, hay un interés 

igual o mayor en que se considere el derecho de la persona a 

quien se le suspenda o coarte su derecho a la 

autorrepresentación.3 

Aclaramos, además, que los Recurridos alegan que los 

Peticionarios violentaron la Regla 34 de nuestro Reglamento, 

supra, pues no incluyeron copia de la Réplica a “Moción de 

Comparecencia Especial y Solicitando Orden Específica”. Ya 

que los propios Recurridos incluyeron copia de dicho escrito 

en el apéndice de su alegato entendemos que con ello se 

subsanó cualquier deficiencia que la falta del documento 

pudiese haber provocado.    

Rebasados dichos supuestos escollos, es menester que 

atendamos otro asunto que entendemos sí incide sobre 

nuestra jurisdicción. A su Moción en Cumplimiento de Orden, 

                                                 
3 “Los dictámenes en los cuales se ordena la descalificación de un abogado 

conllevan repercusiones que tienen el efecto potencial de afectar los derechos de 

las partes y el trámite de los procedimientos. La naturaleza de las solicitudes y 

órdenes de descalificación hace necesaria que en su determinación se 
salvaguarden los derechos de todas las partes, a la vez que se realice conforme 

con la Regla 1 de Procedimiento Civil „de modo que faciliten el acceso a los 

tribunales y el manejo del proceso, de forma que garanticen una solución justa, 

rápida y económica de todo procedimiento‟. 32 LPRA Ap. V. Cuando se ordena 

una descalificación, la parte cuyo abogado es descalificado debe buscar una 

nueva representación legal para la continuación de los procedimientos. El efecto 
de esto es un retraso en la ventilación del caso y en muchas ocasiones 

representa una carga económica mayor por los desembolsos adicionales de 

dinero. Además, una descalificación priva a la parte cuya representación legal 

fue descalificada de ser representada por el miembro de la clase togada de su 

elección, afectando así su derecho a la libre selección de abogado… Por otra 
parte, es importante considerar los derechos del representante legal que ha sido 
descalificado”. Job Connection Center v. Sups. Econo, 185 D.P.R. 599, 600 

(2012). 
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los Recurridos anejaron copia de la Minuta4 de la Conferencia 

con Antelación al Juicio celebrada el 24 de junio de 2016. 

Consta en ella que entre los diversos asuntos allí resueltos, el 

TPI dispuso lo siguiente:  

Se señala el Juicio en su Fondo para los días 4 y 

5 de abril de 2017 a las 9:30 AM y la vista para marcar 
prueba para el 3 de abril de 2017 a las 2:00PM, fechas 
hábiles en el calendario de los abogadas y partes.  

 
El informe de conferencia con antelación a juicio 

se acepta como el que regirá los procedimientos en el 
juicio.  

 

Se le concede a la parte demandante hasta el 29 
de febrero de 2017 para que anuncie quien sería el 

abogado que estaría asistiendo a ambos durante el 
directo.  

 

Además, el Sr. José Luis Cuyar Fernández no 
está anunciando su testimonio y no es necesario que lo 
represente un abogado.5 (Énfasis suplido.) 

 
Vemos pues que aun cuando el Sr. José Cuyar 

compareció ante nos para impugnar las determinaciones del 

TPI en las que se le ordenó comparecer con abogado, durante 

la referida vista anunció que no presentaría su testimonio. 

Ante ello, el TPI determinó que sería innecesario que 

compareciese mediante abogado. Consideramos que, al 

ocurrir dicho cambio fáctico, la controversia planteada ante 

nos se tornó académica en lo que concierne al Sr. José Cuyar. 

Ello pues su interés era ser relevado del mandato de 

comparecer mediante representación legal al juicio para la 

fase en que fungiese como testigo pero, ya que determinó el 

foro primario que ello sería innecesario, cualquier dictamen 

que tomásemos al respecto no tendría ya un efecto práctico.  

                                                 
4 El documento contiene la firma de la Juez que preside los procedimientos en 

este caso y una certificación de que fue notificada el 29 de junio de 2016. 

Advertimos, además, que en la Minuta consta que el Sr. Jorge López compareció 

ante el TPI mediante la representación legal de la Lcda. Lourdes E. Zayas 
Ramos.  
5 Véase, Apéndice 1, Moción en Cumplimiento de Orden.  
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Distinta es la situación en cuanto al recurso instado por 

el Sr. Alfredo Cuyar por lo que pasamos a atender el error 

planteado por éste. De inicio, es preciso destacar que surge 

que desde el 13 de marzo de 2015, el TPI había dispuesto, 

como consta en la Minuta Resolución de dicha fecha, que los 

Peticionarios debían comparecer mediante un abogado o 

abogada para hacer las preguntas. Puntualizamos, sin 

embargo, que lo que se desprende del expediente apelativo es 

que no fue hasta que emitió la Resolución de 11 de 

septiembre de 2015 aquí recurrida que el TPI abundó en 

detalles y delineó los contornos de la representación legal 

ordenada. No fue hasta entonces que los Peticionarios 

tuvieron pleno conocimiento de ello por lo que fue esa la 

determinación concluyente al respecto.6  

Hecha dicha aclaración, al leer detenidamente los 

dictámenes recurridos no hallamos ninguna expresión del TPI 

a los efectos de que el Sr. Alfredo Cuyar incumplió de forma 

alguna con los requisitos de la Regla 9.4 de Procedimiento 

Civil, supra. De manera que no hubo una determinación de 

que, al mediar justa causa, debía suspendérsele la 

autorrepresentación. En cambio, en su Resolución de 11 de 

septiembre de 2015 lo que el TPI determinó fue que el 

representante legal que contratase el Sr. Alfredo Cuyar sería 

quien realizaría su interrogatorio directo y el redirecto, así 

como argumentaría las objeciones y las formularía durante el 

                                                 
6 “En específico, las determinaciones judiciales que constituyen la ley del caso 

incluyen todas aquellas cuestiones finales consideradas y decididas por el 
Tribunal. Félix v. Las Haciendas, supra, pág. 843. Dichas determinaciones, 

como regla general, obligan tanto al tribunal de instancia como al que las dictó, 
si el caso vuelve ante su consideración. Íd. Así, hemos expresado que dicha 

doctrina solo puede invocarse cuando exista una decisión final de la 
controversia en sus méritos”. Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, res. el 16 de 

marzo de 2016, 2016 TSPR 51.  
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contrainterrogatorio y el recontrainterrogatorio. Por 

consiguiente, es razonable concluir que la asistencia legal que 

recibiría no se extendería al resto del procedimiento. Bajo ese 

esquema, mientras gozaría de la asistencia de un 

representante legal  durante su desempeño como testigo, 

sería el propio Sr. Alfredo Cuyar quien tendría que interrogar 

a cualquier otro testigo que llamase durante su turno de 

desfile de prueba, pues sería responsable, como litigante por 

derecho propio, de atender el resto de las incidencias de la 

vista en su fondo.  

En atención a sus consecuencias sobre la realidad 

práctica en la celebración de la vista en su fondo, no podemos 

más que interpretar que lo que el TPI ordenó en este caso 

constituye una representación legal híbrida pues el Sr. 

Alfredo Cuyar comparecería como litigante por derecho propio 

al mismo tiempo que gozaría de representación legal. Sin 

siquiera referirnos a la seria dificultad que ello representaría 

para fijar el ámbito de responsabilidad profesional y los 

deberes éticos del abogado o abogada que asumiese dicho rol, 

es indudable que ello se contrapone manifiestamente a las 

reiteradas expresiones jurisprudenciales a los efectos de que 

“la representación, como regla general, no puede ser híbrida”. 

(Énfasis suplido.) Pueblo v. Cruzado, supra, pág. 846; 

Lizarribar v. Martínez Gelpí, supra. Todo indica que, al 

ordenar que contratase representación legal para el momento 

en que fungiese como testigo, el TPI actuó movido por un 

interés en alcanzar un balance entre su deber de velar por la 

eficiencia e integridad de los procedimientos y el derecho a la 



 
 

 
KLCE201501521 

 

30 

autorrepresentación del Sr. Alfredo Cuyar. Sin embargo, a 

tenor de los criterios que fija la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, nos corresponde intervenir en esta etapa 

procesal pues entendemos que lo dispuesto por el TPI fue 

errado.  

Cabe señalar que no ignoramos el hecho de que el Sr. 

Alfredo Cuyar fungirá como testigo en torno a su propia 

causa de acción. Sin embargo, ello no implica que de por sí, 

ausente alguna causa justificada según lo dispuesto en la 

Regla 9.4 de Procedimiento Civil, supra, la única alternativa 

posible para un adecuado flujo de los procedimientos sea que 

éste comparezca mediante representación legal a la vista en 

su fondo. Tampoco significa una mecánica variación en las 

reglas procesales y evidenciarias que rigen la celebración del 

juicio pues las exigencias de confiabilidad y los criterios a 

ejercerse al dirimir credibilidad en casos en los que hay 

litigantes por derecho propio son los mismos que aplican al 

resto de los procesos. Obsérvese, incluso, que el litigante que 

comparece por derecho propio está expuesto a las mismas 

sanciones que se le imponen a los abogados y abogadas y 

consecuencias procesales, así como se expone a las 

consecuencias procesales que proveen las reglas para las 

partes que tienen abogado(a). Ello refleja que no se pretende 

que el litigante por derecho propio, en principio, reciba un 

trato desigual por parte del TPI.  

Ahora bien, la Regla 607 de Evidencia, supra, acentúa la 

“amplia discreción” que tiene el Juez o Jueza que preside un 

juicio en cuanto al modo en que se presenta la prueba y se 
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interroga a los testigos. Entendemos que esa discreción que 

tiene la persona del juzgador del foro primario para manejar 

el proceso que se ventila ante sí será la herramienta medular 

que le permitirá ser un participante activo en la búsqueda de 

la verdad en estos casos, siempre velando por cumplir con su 

obligación de dirigir los trabajos “con orden y decoro”, de 

evitar “todo proceder que pueda afectar la dignidad y el 

respeto debidos al tribunal”, así como de intervenir “para 

impedir cualquier conducta impropia de las partes, de las 

abogadas y de los abogados o de cualquier otra persona, y 

tomarán las acciones que procedan de acuerdo con la ley, los 

Cánones del Código de Ética Profesional y las mejores 

tradiciones del sistema judicial”. Canon XIV de Ética Judicial, 

4 LPRA Ap. IV-A. Obsérvese que, si bien la Regla 9.4 de 

Procedimiento Civil, supra, no le impone a la persona del 

juzgador del foro primario la obligación de ilustrar al litigante 

por derecho propio “acerca de las leyes o reglas, ni a 

nombrarle abogados o abogadas para que le asesoren durante 

el proceso”, en un énfasis en el empleo de su discreción 

afirma que “en los casos que lo estime conveniente para… 

lograr la sana administración de la justicia, deberá así 

hacerlo”. (Énfasis suplido.) 

Es particularmente relevante recordar que, como lo ha 

reconocido el Tribunal Supremo “un número creciente de 

personas están tomando la decisión de acudir a los tribunales 

por derecho propio, motivados por razones que varían desde 

la falta de recursos económicos para contratar abogados 

hasta la percepción de que la controversia puede resolverse 
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con éxito mediante la comparecencia por derecho propio”. In 

re Sierra Enríquez, supra, pág. 860. Véase, Informe de la 

Rama Judicial de Puerto Rico 2007-2011, pág. 25. 

Consideramos que el presente dictamen es cónsono con el 

principio que, de cara a dicha realidad, debe ser el norte que 

guíe la interpretación de las normas de derecho procesal, 

facilitar el acceso a los tribunales en los que se presten 

servicios de forma “equitativa, sensible y con un enfoque 

humanista”. Véase Regla 1 de Procedimiento Civil, supra; Art. 

1.002(a), de la Ley de la Judicatura de 2003, Ley Núm. 201-

2003, 4 LPRA sec. 24a.  

Aclaramos que lo aquí dispuesto en nada altera el hecho 

de que la determinación de que corresponde suspenderle a un 

litigante por derecho propio su derecho a la 

autorrepresentación permanece, durante el transcurso de 

todo el litigio, dentro del ámbito de discreción del Juez(a) del 

foro primario pues es éste quien debe realizarla considerando 

los mejores intereses de las partes así como por la sana 

administración de la justicia. Véase, Lizarribar v. Martínez 

Gelpí, supra, pág. 779. El texto de la Regla 9.4 de 

Procedimiento Civil, supra, claramente dispone que la parte 

que se autorrepresenta tendrá que cumplir con los requisitos 

no solo al inicio de su comparecencia sino “durante todo el 

proceso”. (Énfasis suplido.) A raíz de ello, en este caso el TPI 

retendrá la potestad, hasta que culmine la tramitación del 

litigio ante sí, no solo para velar por el cumplimiento de lo 

requerido por la Regla aquí en cuestión, sino para suspender 
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la autorrepresentación del Sr. Alfredo Cuyar, de entender que 

así procede.   

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, los que hacemos 

forma parte de esta Sentencia, se desestima el recurso en 

cuanto al Sr. José Cuyar por falta de jurisdicción al ser 

académico. En cuanto al recurso instado por el Sr. Alfredo 

Cuyar, se expide el auto de Certiorari solicitado y se revocan 

los dictámenes recurridos.  

 Adelántese inmediatamente vía facsímil o por correo 

electrónico a todos las partes y a la Hon. Karla S. Mellado 

Delgado, Juez del Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


